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INDEMNIZACIÓN MORATORIA, REITERACIÓN. Esta condena no es automática ni inexorable, en tanto que al lado objetivo de la deuda, el juez, debe contemplar su componente subjetivo, consistente en las razones atendibles que pudieran evidenciar su buena fe contractual, para que se justificara su omisión al pago de los salarios y prestaciones sociales al finiquito de la relación laboral. Indemnización moratoria a favor de los beneficiarios del trabajador fallecido. La muerte del trabajador, no pone automáticamente de mala fe al empleador, por el no pago de las prestaciones sociales a los familiares del empleado fallecido, en la medida en que como, comúnmente, sucede desconoce la identidad de los mismos, aspecto que corroboraría su buena fe, al anunciar por medio de comunicaciones de prensa o radio la muerte del trabajador, en orden a que quienes se vean con derechos a reclamar las prestaciones sociales, lo hagan saber al empleador, y éste obre en consecuencia, puesto que mientras subsistía dicho trámite se pregonaría la buena fe de éste. Sustitución entre empleadores. Para que se de este fenómeno es necesario, que su fuente o causa, se produzca en vigencia del contrato de trabajo, y no por fuera de él, su presencia obedece por "todo cambio de un empleador por otro, por cualquier causa, siempre que subsistía la identidad del establecimiento, es decir, en cuanto este no sufra variaciones en el giro de sus actividades o negocios" El principal efecto jurídico, es que el contrato de trabajo que venía antes, no sufrirá suspensión, ni modificación alguna, al punto que los acuerdos autorizados en los numerales 4 y 6 del artículo 69 del C.S.T, entre el antiguo y nuevo empleador, por un lado, y el o los trabajadores, por el otro, se producen "sin que se entienda terminado el contrato de trabajo". Solidaridad de las obligaciones laborales, entre el antiguo y nuevo empleador. Surge a la fecha de la sustitución, cuando sean exigibles al antiguo empleador, salvo que el nuevo las hubiere satisfecho directamente al trabajador, evento en el cual tendría la acción de repetición en contra del antiguo, todo con arreglo al numeral primero del artículo 69 del C.S.L.

AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, a los 26 día del mes de enero de 2017 las magistradas y el magistrado ponente de la Sala de Decisión No. 4 de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, declaran abierto el acto con el propósito de desatar el recurso de apelación interpuesto por los demandados, contra la sentencia proferida el 3 de febrero de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Sandra Lorena Díaz Acevedo contra Carlos Alberto Díaz Acevedo y los otros llamados Nolberto Mejía Zapata y Norbéis Zapata..
Antes de que las partes aleguen, si se encuentran presentes, se anticipan los pormenores del litigio: Sandra Lorena Díaz Acevedo, en su nombre y en de la menor Sara Guampe Díaz encamina sus pretensiones en contra de Carlos Alberto Díaz Acevedo, a que como beneficiarias de los haberes laborales, se declarare que entre Díaz Acevedo y, el esposo y padre de las demandantes, Edwin Agustín Guampe Tilmans, se celebró un contrato de trabajo; que como consecuencia, (i) les asiste el derecho a obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, dado que si el empleador hubiera cumplido el mandato legal de afiliación a la seguridad social del empleado, a un fondo de pensiones, se hubieran reunido 50 semanas sufragadas al sistema, y con ello el derecho a percibir dicha prestación; (ii) se condene por concepto de: auxilio de  cesantías, intereses a las mismas, prima de servicio, vacaciones, auxilio funerario, el último mes de salario, nivelación salarial, recargo de dominicales, e indemnización moratoria.

Las preconcebidas súplicas se apuntalan en los hechos alusivos a la prestación del servicio del esposo y padre de las demandantes, en el establecimiento de comercio “Todocarnes”, situado en el Municipio de Pueblo Rico, y de propiedad del demandado, desde el 2 de enero al 27 de septiembre de 2011, fecha del deceso del trabajador, en el horario de 6:30 a.m. a 8:30 p.m., laborando los dominicales, y recibiendo un salario de $400.000.

 En la respuesta allegada por el demandado, éste no se opuso a que Guampe Tilmans, había laborado en el establecimiento del demandado, entre días, durante 8 meses y tres días, empero, se opuso  a que se sumara el tiempo que aquel laboró en una finca, respecto de la cual Díaz Acevedo, nada tenía que ver, pues, ni era suya, ni la administra. No se opuso a que se le ordenara el reconocimiento, entre el 24 de enero y 27 de septiembre de 2011, por los rubros accionados, salvo el auxilio funerario, el último mes laborado, puesto que, en los días domingos percibía el salario correspondiente a los días trabajados; también el recargo dominical ya que no laboraba todos los dominicales y se turnaba con los demás compañeros; igual oposición hizo a la nivelación salarial, por cuanto solo trabajaba entre días, percibiendo $20.000 y la comida, amén de la sanción moratoria, como quiera que no ha podido arribar a un arreglo amigable por la apatía demostrada por la cónyuge sobreviviente del trabajador.
Propuso como excepciones: cobro de lo no debido, mala fe de la demandante (fl. 25 y ss).
Tras la vinculación como litisconsortes, por la parte pasiva, a Norbeis Zapata (fl.45) y a Nolberto Mejía Zapata (fl.78), estos provistos de mandatario judicial común dieron respuesta en tiempo, no se opusieron a las súplicas de la demanda, dado que la relación laboral fue ajena a estos intervinientes. Respecto al titular del dominio del establecimiento de comercio en el que supuestamente prestó el servicio, el esposo y padre de las actores, adujo el primero (Norbéis Zapata), que del certificado de la Cámara de Comercio, se extracta que Zapata, apenas ostentó esa calidad desde el 16 de mayo de 2012, esto es, con posterioridad al deceso del trabajador (fl. 64). Propuso como excepciones: inexistencia de la obligación, falta de legitimación por pasiva, ausencia de la calidad de empleador, buena fe, ausencia de causa para pedir, prescripción y fraude procesal (fl. 63-64).
Nolberto Mejía Zapata, por su lado, replicó que dicho establecimiento de comercio se hallaba arrendado a Carlos Alberto Díaz Acevedo, luego que hiciera compra a éste mismo, el 25 de febrero de 2010, esto es, 25 días después de adquirirlo, situación por la que Mejía Z., desconociera el personal del establecimiento, sin embargo, acepta que fue empleador por sustitución de Edwin Agustín, por el lapso de 25 días, “lo que en gracia de discusión solo lo haría responsable de cualquier obligación que se haya generado hasta el momento de la sustitución”; negó que su finca se dedicara a la cría de ganado o cerdo, dado que fue proveedora a favor de Carlos Alberto Díaz de carne de pollo y pescado, y a otros comerciantes en diferentes municipios. Propuso los mismos medios exceptivos aducidos por el anterior (fl. 103).
SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado del conocimiento accedió a las pretensiones de la demanda, al declarar como beneficiarias del trabajador Edwin Agustín Guampe Tilmans, a la demandante y a su hija menor, Sara; desestimó la excepciones; declaró la existencia del contrato de trabajo, celebrado por aquel con Carlos Alberto Díaz Acebedo, Norbeis Zapata y Nolberto Mejía Zapata, entre el 24 de enero y el 27 de septiembre de 2011, finalizado por el deceso del trabajador; impuso las condenas por reajuste salarial, auxilio de cesantía, intereses a las mismas, vacaciones, prima de vacaciones, prima de servicios, recargo dominical y sanción moratoria; no accedió a las demás pretensiones y condenó en costas a la parte demandada.
En su discurrir, citó algunas disposiciones del título de sucesiones del código civil, en orden a tener a las demandantes legitimadas por activa en esta contención; asentó la existencia del contrato de trabajo entre el fallecido y el demandado Carlos Alberto Díaz A., por ser conforme a lo relatado por las declaraciones recaudadas, y sin que hubiese reparo de las partes sobre dicho tópico; del examen del certificado de la Cámara de Comercio, acerca de la situación jurídica del establecimiento de comercio “todo carnes”, detalló que allí figuraban como dueños los intervinientes, pese a que el demandado continuó como arrendatario, por lo que dio acreditada la sustitución pensional, puesto que adquirieron las obligaciones que pesaban contra la fama, entre ellas las acá reclamadas, de ahí que no le quedó duda sobre la responsabilidad solidaria sobre los llamados litisconsortes.

El primer hito cronológico, lo dio por sentado con la confesión en la contestación de la demanda. 
Contra el mentado proveído se alzaron los demandados. Carlos Alberto Díaz Acevedo, mostró su inconformidad únicamente, en lo concerniente con la sanción moratoria, para él injusta y exagerada, toda vez que en su sentir se dejaron de cancelar las prestaciones sociales, por la falta de acuerdo con la viuda en cuanto al tiempo laborado por Edwin Agustín, además, tenía la convicción de que la moratoria se reconocía solamente al trabajador y no a los dependientes de éste, por lo que no tuvo mala fe, con su hermana, una de las demandantes en esta contienda.
Por su lado, los otros vinculados como parte pasiva, se mostraron ajenos a la relación laboral debatida en este asunto, aunque no hicieron reparo respecto del contrato de trabajo con el inicial empleador. En cuanto a Nolberto Mejía Zapata, pide que se revoque la sustitución patronal, por cuanto el a-quo no valoró el certificado de la cámara de comercio, en el que se acredita la calidad de propietario de establecimiento, desde el 25 de febrero de 2010, y que el contrato de arrendamiento celebrado por éste, con Carlos A. Díaz, se dio el 22 de marzo del mismo año, esto es, cuando el trabajador no tenía vinculación con la carnicería. Sostiene que Carlos Alberto Díaz fue el patrón, un año después de la compra y del arrendamiento. A nombre de del otro interviniente, Norbéis Zapara, pide que se revoque la sanción moratoria, toda vez que no hubo mala fe del empleador por la diferencia en cuanto a los extremos cronológicos y a la negativa en recibir; así mismo se desestima la condena por, prima de vacaciones, ya que ésta no se encuentra regulada para los trabajadores particulares en el código laboral.
CONSIDERACIONES
Del problema jurídico:
¿Hay lugar a la generación de la sanción moratoria, cuando ésta es reclamada por los familiares del trabajador fallecido?.
¿Cabe la sustitución patronal, cuando la causa de la misma (venta etc.) no se produjo en vigencia del contrato de trabajo?.
 Del contrato de trabajo:

Acorde con el recorrido precedente, la Sala no abriga duda entorno a la calidad de beneficiarias que les asiste a las actoras del ex trabajador Edwin Agustín Guampe Tilmans, a cuyo deceso en pleno desarrollo  de la relación laboral debatida en este asunto, le sobrevivieron aquellas, en carácter de esposa e hija, respectivamente, tal cual se acredita con los documentos visibles a folios 2 a 5.

Del mismo modo, el codemandado Carlos Alberto Díaz Acevedo, no ofreció resistencia alguno en torno al hecho de haber fungido como empleador del trabajador fallecido, en el periodo del 24 de enero al 27 de septiembre de 2011, así lo relató al dar respuesta al hecho tercero de la demanda, folio 25, y solo cuestionó, en el recurso, el hecho de habérsele condenado a la indemnización moratoria, cifrando su buena fe, que no fue analizada por el a-quo, en que las obligaciones derivadas del contrato de trabajo, no comprendían a las demandantes, sino al trabajador, que por tal razón no les había cubierto a estas los haberes laborales una vez producido el deceso de dicho trabajador, y que por otro lado, tuvo sus desavenencias con la codemandante y cónyuge supérstite, en torno a los hitos cronológicos de la relación laboral, motivo en que justificó, además, la falta de pago de las prestaciones sociales reclamadas.

Para dar adecuada respuesta al clamor del accionado, Carlos Alberto Díaz Acevedo, dígase de una vez, que es cierto que, la primera instancia, impuso de manera automática la susodicha indemnización moratoria, en la medida en que no sopesó los posibles motivos o razones en que se afianzó el demandado, para no cancelar las prestaciones sociales debidas al trabajador a la finalización del vínculo laboral, culminación que se dio a causa del fallecimiento trágico de Edwin Agustín Guampe Tilmans; por cuanto como lo ha reiterado la jurisprudencia patria, esta condena no es automática ni inexorable, en tanto que al lado objetivo de la deuda, el juez, debe contemplar su componente subjetivo, consistente en las razones atendibles que pudieran evidenciar su buena fe contractual, para que se justificara su omisión al pago de los salarios y prestaciones sociales al finiquito de la relación laboral.

No obstante, tal deficiencia, esta Corporación no avizora en la conducta del empleador, motivos de tal raigambre en aras de exonerarse al pago de la sanción moratoria, tal cual se esgrime en el recurso de Díaz Acevedo, puesto que si bien la muerte del trabajador, no lo pone automáticamente en una actitud de mala fe, por el no pago de las prestaciones sociales frente a los familiares del empleado fallecido, en la medida en que como, comúnmente, sucede desconoce la identidad de los mismos, aspecto que corroboraría su buena fe, al anunciar por medio de comunicaciones de prensa o radio la muerte del trabajador, en orden a que quienes se vean con derechos a reclamar las prestaciones sociales, lo hagan saber al empleador, y éste obre en consecuencia, puesto que mientras subsistía dicho trámite se pregonaría la buena fe de éste.

Tal como se colige en esta actuación, dicho aviso público brilla por su ausencia, aunada a dos circunstancias que no hablan bien de su eventual buena fe contractual a la finalización del nexo laboral; por un lado, que los directamente beneficiarios del trabajador, era la propia hermana del empleador y su sobrina, por otra parte, si la disputa residía en los hitos temporales, en tanto que la parte actora partía su reclamo desde el 2 de enero de 2010, mientras su oponente, reconoció el hito inicial, a partir del 24 de enero de 2011, ello per se, no justificaba la renuencia del empleador al pago de dichos débitos laborales, por cuanto a éste le hubiera bastado consignar por medio del juez laboral, lo que a su leal saber y entender debía por tal concepto, según las previsiones del artículo 65 de la obra sustantiva laboral, cuyo texto reza: 
“2. Si no hay acuerdo respecto del monto de la deuda, o si el trabajador se niega a recibir, el empleador cumple con sus obligaciones consignando ante el juez de trabajo, y, en su defecto, ante la primera autoridad política del lugar, la suma que confiese deber, mientras la justicia de trabajo decide la controversia”.
No sale adelante, por lo tanto, el recurso de apelación del demandado, Carlos Alberto Díaz Acevedo.

En cuanto al recurso de los otros accionados, los cuales ponen en entredicho la existencia de la sustitución patronal que la primera instancia dio por acreditada, o que como en el caso del codemandado Nolberto Zapata, este solo acepta que se dio por un corto lapso de 25 días, tal cual lo expuso en los "fundamentos de derecho y razones de la defensa", de su contestación de la demanda, a folio 103, se tiene que de la lectura de las disposiciones que regulan la materia a partir del artículo 67 de la compilación sustancial laboral, la presencia de dicho fenómeno en el curso de contrato de trabajo, se ofrece por "todo cambio de un empleador por otro, por cualquier causa, siempre que subsistía la identidad del establecimiento, es decir, en cuanto este no sufra variaciones en el giro de sus actividades o negocios".

El principal efecto jurídico generado con la sustitución patronal, es que el contrato de trabajo que venía desde antes de producirse la causa de tal fenómeno, no sufrirá suspensión, ni modificación alguna, según el mandato del artículo 68 ibídem, al punto que los acuerdos autorizados en los numerales 4 y 6 del artículo 69, entre el antiguo y nuevo empleador, por un lado, y el o los trabajadores, por el otro, se producen "sin que se entienda terminado el contrato de trabajo".

Para completar las medidas que tienden a la protección de los derechos del trabajador, en vigencia del contrato de trabajo ante el advenimiento de la causa del fenómeno sustitutivo patronal (venta del establecimiento comercial, aporte de éste a una sociedad civil o comercial, como pago de la acción o cuota parte, etc.), se ubica el llamado legal, al nuevo empleador, de responder solidariamente de las obligaciones que a la fecha de la sustitución sean exigibles al antiguo empleador, salvo que el nuevo las hubiere satisfecho directamente al trabajador, evento en el cual tendría la acción de repetición en contra del antiguo, todo con arreglo al numeral primero del citado artículo 69 del C.S.L.

Presupuesto fáctico, entonces, para que se dé la susodicha institución de la sustitución entre empleadores, es que la fuente o causa de la misma, se haya producido en vigencia del contrato de trabajo, y no por fuera de él, tal cual ocurrió en el sub-lite, en que el a-quo, pese a haber señalado como hitos temporales del nexo laboral, del 24 de enero al 27 de septiembre de 2011, la compraventa a favor del apelante Nolberto Mejía Zapata, del establecimiento de comercio, en que supuestamente prestara sus servicios Edwin Agustín Guampe, se celebró: el 25 de febrero de 2010, según certificado expedido por la Cámara de Comercio de Pereira, visible a folio 54; esto es, antes de que se iniciara la relación laboral entre Edwin Agustín y Carlos Alberto Díaz Acevedo.

Adicional a lo narrado, se tiene que de los siete (7) certificados expedidos por la Cámara de Comercio de Pereira, no todos coinciden con el aludido, anteriormente, bajo la matrícula 16128502 del 10 de marzo de 2009 (únicamente los de fls. 42, 54 y 55), en cambio, el distinguido con la matrícula 16504101 (fls. 6, 56), converge, en que fue abierto por el mismo demandado, en idéntica dirección, en la misma calenda; amén de otro, con matrícula No. 18115082, el cual a diferencia de los anteriores fue inscrito por Díaz Acevedo, el 3 de junio de 2014, cancelada luego el 23 de enero de 2015 (fl. 57). 

De tal suerte, que si Edwin Agustín hubiere laborado en el establecimiento comercial con matrícula mercantil No. 16504101, el mismo no registra cambio alguno respecto a sus dueños, luego, como se expuso al analizarse la situación del distinguido con el número 16128502, se carecería de sustento probatorio para preconizar la aludida sustitución entre empleadores, en la que se involucrara el apelante Nolberto Mejía Zapata.

En lo que tiene que ver con el establecimiento comercial de folio 80, a nombre de Nolberto Mejía Zapata, con una matrícula diferente e inscripción del 17 de septiembre de 2008, empero denunciado en la misma dirección: carrera 4 No. 6-34, e igual número telefónico, no podrá analizarse, en la medida en que su ejemplar en copia no fue incorporado al proceso de manera regular.

Consecuencia de lo expuesto, es que los certificados expedidos por la Cámara de Comercio, no pueden constituir referentes fácticos, para edificar sobre ellos, la pregonada sustitución patronal, aducida por el a-quo, más cuando, el demandado Díaz Acevedo, en su calidad de arrendatario del establecimiento de comercio con matrícula mercantil No. 16128502 (fl. 95), ostentaba plena autonomía para contratar el personal en orden a comprometerse a su nombre y no el del propietario, Nolberto Mejía Zapata.
Prospera, por ende, el recurso de apelación interpuesto por el comentado Mejía Zapata. 
En cuanto, al incoado por Norbéis Zapata, este únicamente sale avante en lo que tiene que ver con la exoneración de la prima de vacaciones, impuesta en el fallo combatido, dado que ciertamente, esta prestación económica no se encuentra en listada en el Código Laboral, en el capítulo de las prestaciones patronales comunes ni tampoco en las especiales. En la concerniente a la indemnización moratoria, la Sala se remite, a lo despachado en el recurso del demandado, Carlos Alberto Díaz Acevedo, al negarse el mismo.

Igualmente, en lo que tiene que ver con la sustitución patronal que pudiera comprometer la responsabilidad de Norbéis Zapata, la Sala se encuentra relevada de elaborar tal estudio, dado que este sujeto procesal se limitó a coadyuvar el recurso en tal sentido a favor de Nolberto Mejía,  sin aducir razones para sustentar en su propio beneficio, en orden a que también se le desvinculara de cualquier responsabilidad frente a la parte demandante. Es así, que asumiendo que en él cabía la sustitución patronal, pidió la revocatoria de la indemnización moratoria y la prima de vacaciones, exclusivamente, aunque otra fue su postura al dar respuesta al libelo inicial, lo que indica a las claras su conformidad con el fallo en materia de sustitución entre empleadores. 
En consecuencia, se revocará parcialmente la decisión en orden a no declarar la sustitución patronal en contra de Nolberto Mejía Zapata,  e infirmar la condena por prima de vacaciones.
Se condena en Costas en este segundo grado, en contra del demandado Carlos Alberto Díaz Acevedo, por haber fracasado su recurso. No se condena en costas, a los otros recurrentes, por haber prosperado total y parcialmente la inconformidad, respectivamente. En primera instancia, serán a cargo del demandado Carlos Alberto Díaz Acevedo y Norbéis Zapata y en pro de las actoras. E igualmente, a favor de Nolberto Mejía Zapata y en contra de las demandantes. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, Sala de Decisión No. 3 administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:
Revoca parcialmente los numerales: segundo, tercero, cuarto y octavo de la sentencia conocida en apelación En su lugar:

1. Declara probadas las excepciones promovidas por Nolberto Mejia Zapata, y la de inexistencia de la obligación al pago de prima de vacaciones formulada por Norbéis Zapata. Niega las demás propuestas por Norbéis Zapata, y todas las formuladas por Carlos Alberto Díaz Acevedo, por las razones esbozadas en el cuerpo de este proveído. 


2. Absuelve a Nolberto Mejía Zapata, en torno a su responsabilidad laboral frente al trabajador Edwin Agustín Guampe Tilmans. 

3. Condena a Carlos Alberto Díaz Acevedo y Norbéis Zapata, en pro de Sandra Lorena Díaz Acevedo y la menor Sara Guampe Díaz, por concepto de reajuste salarial, auxilio de cesantías, intereses a las mismas, compensación en dinero de las vacaciones, prima de servicios, recargo dominical, último salario devengado e indemnización moratoria, de conformidad con los valores fulminados en la primera instancia.

4. Absuelve por concepto de prima de vacaciones


5. Condena en Costas de primera instancia a Carlos Alberto Díaz Acevedo y Norbéis Zapata y en pro de las actoras. E igualmente, a favor de Nolberto Mejía Zapata y en contra de las demandantes.

6 confirma los demás. Sin condena en costas de este grado
Costas en este grado en contra del recurrente Carlos Alberto Díaz Acevedo, y se absuelve por tal concepto a los otros recurrentes.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistradas
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA             ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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